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art. 1.o3 g), párrf. 2.o, E.T., sin que pueda afirmarse que
en aquel momento el recurrente contaba con una reso-
lución judicial firme declarativa de la laboralidad de su
relación, puesto que el pronunciamiento anterior había
sido obtenido en el mismo proceso, que se encontraba
aún abierto y pendiente todavía de un pronunciamiento
final. No se aprecia, por ello, vulneración de la tutela
judicial dispensada por la anterior decisión, ya que la
segunda Sentencia de suplicación no desconoció la ine-
ficacia de cosa juzgada de la que la primera carecía
al no resolver definitivamente el proceso, sino precisa-
mente reabrirlo.

La reconsideración del órgano judicial sobre la base
de la modificación legislativa reseñada parte, evidente-
mente, de un presupuesto previo —explicitado por lo
demás en el Auto de aclaración que siguió a la Sentencia
impugnada—, cual es la eficacia retroactiva en su grado
máximo que la Sala confirió al nuevo precepto legal.
En su interpretación, la exclusión del ámbito laboral de
las prestaciones de transporte resultaría aplicable a las
relaciones ya existentes antes de la entrada en vigor
de la Ley 11/1994 e incluso a los efectos de las que
se hubieran extinguido con anterioridad a aquel momen-
to. Sólo desde ese presupuesto se explica la decisión
adoptada, puesto que, en otro caso y de haber adoptado
el Tribunal Superior una tesis favorable a la aplicación
del precepto sólo a partir de su entrada en vigor o bien
únicamente a los efectos de las relaciones existentes
producidos con posterioridad a aquélla, probablemente
su conclusión habría sido otra y no se hubiera sentido
obligado a reconsiderar su primer pronunciamiento. Sin
embargo, sobre esta premisa interpretativa relativa a la
aplicación temporal del precepto ningún pronunciamien-
to cabe hacer por este Tribunal. No sólo porque el propio
recurrente no la impugna autónomamente como lesiva
del art. 24.1 C.E., sino porque, con independencia de
que en su momento constituyera una de las interpre-
taciones seguidas por determinadas resoluciones judi-
ciales aun cuando después no haya sido el criterio adop-
tado por el Tribunal Supremo en unificación de doctrina,
la determinación del alcance temporal del art. 1.o3 g),
párrf. 2.o, E.T., ante la falta de previsión transitoria espe-
cífica, constituye una cuestión de legalidad ordinaria,
que, estando suficientemente motivada en Derecho y
no afectando a otros derechos fundamentales, corres-
ponde resolver a los Tribunales ordinarios, como hemos
declarado recientemente en nuestras SSTC 5/1999,
9/1999 y 17/1999.

Por tanto, ni la premisa interpretativa del Tribunal
Superior, ni las consecuencias que el órgano judicial deri-
va de ella tras justificar la vinculación que sobre su reso-
lución tenía el carácter normativo de la modificación
legal, pueden considerarse relevantes para apreciar una
lesión del art. 24.1 C.E. Sus razones jurídicas cumplen
las condiciones de razonabilidad y motivación consti-
tucionalmente exigibles. Nada cabe reprochar, así, en
términos constitucionales a la decisión judicial impug-
nada, con independencia de que el recurrente discrepase
de ella, solicitando la aplicación de otra norma de régi-
men transitorio.

En consecuencia, la reconsideración llevada a cabo
por el Tribunal Superior en el mismo proceso, justificada
en la aplicación de una modificación legislativa, no vul-
nera, en este caso y a la vista de las alegaciones del
recurrente, su derecho a la tutela judicial efectiva.

6. Tampoco cabe apreciar lesión del derecho de
acceso a los recursos por parte del Auto de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo, que inadmitió el recurso de casa-
ción para la unificación de doctrina interpuesto por el
demandante.

Reiterando doctrina general sobre aquel derecho, la
jurisprudencia constitucional ha declarado repetidamen-
te, respecto a dicho recurso, que la apreciación relativa

a la concurrencia de los requisitos legalmente estable-
cidos para el acceso al mismo corresponde realizarla
únicamente al órgano judicial competente, de forma que
sólo puede ser corregida por la vía de amparo si la inad-
misión acordada se ha producido de manera manifies-
tamente arbitraria o inmotivada (SSTC 293/1993,
337/1993, 126/1994, 141/1994, 89/1998). Es evi-
dente que ninguna de tales circunstancias concurre en
el presente caso, en el que la inadmisión se ha fundado
en causas legales, como han sido la falta de relación
precisa y circustanciada de la contradicción alegada y
de contradicción con una de las Sentencias de contraste
aportadas, causas cuya aplicación, desde la perspectiva
constitucional, aparece suficientemente razonada y moti-
vada por el órgano judicial y que ni siquiera han sido
discutidas por el recurrente en su demanda de amparo.

Éste se ha limitado a manifestar su discrepancia con
la declaración contenida en el Auto relativa a la impo-
sibilidad de que el Tribunal Supremo se pronunciase de
oficio sobre el criterio de aplicación temporal del art.
1.o3 g), párrf. 2.o, E.T., al no haber sido planteada esta
cuestión en el escrito del recurso. El demandante alega
la imposibilidad de aquel planteamiento, ya que ni siquie-
ra admitía la vigencia del precepto y, en todo caso, lo
que solicitaba era la aplicación de otra norma de régimen
transitorio. Pero tales alegaciones, que no hacen sino
confirmar que en el recurso no se suscitó debate sobre
el alcance temporal que el Tribunal Superior había dado
a aquel precepto, carecen de relevancia constitucional
y de trascendencia para la resolución del amparo, toda
vez que la cuestión no incidió directamente en la inad-
misión del recurso, la cual, como acaba de señalarse,
se fundó en causas legales ajenas a aquélla.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo presentado por don
Jesús Torroba Vivar.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de mayo de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

14228 Sala Primera. Sentencia 93/1999, de 27
de mayo de 1999. Recurso de amparo
2.209/1999. Contra Sentencia del Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de
Santander que confirmó Resolución de la Jun-
ta Electoral de Zona de Santander que denegó
la proclamación de determinada candidatura
a la Junta Vecinal de Rucandio en las elec-
ciones locales a celebrar el 13 de junio de
1999. Supuesta vulneración del derecho a
acceder en condiciones de igualdad a los car-
gos públicos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Pablo
García Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando
Garrido Falla y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 2.209/99,
promovido por don Rafael Sebrango Moratinos, actuan-
do en calidad de representante general de la candidatura
«Unión Centrista-Centro Democrático y Social», a quien
representa el procurador don Argimiro Vázquez Guillén
y asiste el Letrado don José Antonio Tejedor Baladrón,
contra el Acuerdo de la Junta Electoral de Zona de San-
tander, de 17 de mayo de 1999, que resolvió la no
proclamación de dicha candidatura, y contra la Sentencia
núm. 38/99, de 22 de mayo, del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. 1 de Santander, desesti-
matoria del recurso interpuesto contra el mismo. Ha sido
parte la agrupación electoral «Partido Independiente para
Rucandio», representada por el Procurador don Juan Car-
los Estévez Fernández Novoa y asistida por el Letrado
don Antonio Gutiérrez Fernández. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don
Pablo Cachón Villar, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de Guardia
el 24 de mayo de 1999, con entrada en el Registro
de este Tribunal al día siguiente, don Argimiro Vázquez
Guillén, Procurador de los Tribunales, en nombre y repre-
sentación de don Rafael Sebrango Moratinos, que actúa
como representante general de la candidatura «Unión
Centrista-Centro Democrático y Social», interpuso recur-
so de amparo contra el Acuerdo de la Junta Electoral
de Zona de Santander, de 17 de mayo de 1999, que
resolvió la no proclamación de dicha candidatura a las
elecciones a la Junta Vecinal de Rucandio, y contra la
Sentencia núm. 38/99, de 22 de mayo, del Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Santander,
que desestimó el recurso interpuesto contra el mismo.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) En el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma
de Cantabria» de 12 de mayo de 1999 se publicó el
Acuerdo de la Junta Electoral Provincial de Cantabria
donde figuraban las candidaturas presentadas a las elec-
ciones autonómicas y municipales, candidaturas entre
las que se encontraba la presentada por «Unión Cen-
trista-Centro Democrático y Social» a la Junta Vecinal
de Rucandio y donde constaba como titular don José
Manuel Crespo López y como suplente doña María Pilar
Echevarría Marotias. A dicha candidatura se adjuntaron,
entre otros documentos, copias del documento nacional
de identidad de los candidatos en el que constaba el
domicilio de éstos en la localidad de Rucandio.

b) Con fecha 14 de mayo de 1999 el representante
de la candidatura recibió de la Junta Electoral de Zona
de Santander comunicación escrita en la que se señalaba
la falta de acreditación de la inscripción en el censo
electoral de dichos candidatos titular y suplente a las
elecciones a la Junta Vecinal, concediéndosele al mismo
un plazo de cuarenta y ocho horas, a partir de las cero
horas del día 15 de mayo, para su subsanación.

c) El 18 de mayo de 1999 se publicó en el «Boletín
Oficial de la Comunidad Autónoma» el Acuerdo adoptado
el día anterior por la Junta Electoral de Zona de San-
tander sobre proclamación de candidaturas, no

apareciendo como proclamada la anteriormente citada.
Interpuesto por su representante recurso contra dicho
Acuerdo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo núm. 1 de Santander, éste dictó Sentencia el 22
de mayo desestimando el mismo.

3. La demanda de amparo considera vulnerado el
art. 23.2 C.E., según el cual los ciudadanos «tienen el
derecho a acceder en condiciones de igualdad a las fun-
ciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen
las leyes». En efecto, según la demanda, tanto el Acuerdo
de la Junta Electoral de Zona como la Sentencia del
Juzgado que confirmó el mismo habrían impedido la
proclamación de la candidatura por la sucesiva aplica-
ción de dos requisitos no establecidos legalmente. Así,
en primer lugar, la exigencia de que con las candidaturas
se acompañe certificación de inscripción en el censo
electoral no viene exigida por la Ley de Cantabria
6/1994 —que regula las elecciones a las Juntas Veci-
nales en virtud de lo establecido en el art. 199 de la
L.O.R.E.G.— ni tampoco en Instrucción alguna de las Jun-
tas Electorales Central o Provincial. Además, la Instruc-
ción de la Junta Electoral Central de 15 de marzo de
1999 estableció la no necesidad, para los candidatos
de nacionalidad española, de acompañar certificado
alguno de inscripción censal. Por tanto no debió abrirse
ningún plazo de subsanación para cumplimentar dicho
requisito, el cual, en cualquier caso, quedó suficiente-
mente acreditado mediante la copia del D.N.I. aportada
desde un principio. En segundo lugar, tampoco se indica
en ningún lugar de la Ley autonómica que el cómputo
de los plazos por los que ha de regirse dicho proceso
electoral haya de hacerse por días naturales, motivo este
por el cual acabó decidiéndose finalmente la no pro-
clamación de la candidatura al no entenderse subsanada
la irregularidad dentro del plazo establecido. Invoca la
parte recurrente, a este respecto, un Acuerdo de la Junta
Electoral Provincial de Cantabria, de 21 de abril de 1997,
que, según afirma, excluyó los días festivos del cómputo
de los plazos establecidos en la Ley 6/1994 para las
elecciones a las Juntas Vecinales en aplicación de lo
dispuesto en la Ley 30/1992.

4. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
Justicia de la Sala Primera de este Tribunal, de 25 de
mayo de 1999, se tuvo por interpuesto el recurso de
amparo, solicitándose del Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. 1 de Santander el envío de las
actuaciones correspondientes así como certificación
acreditativa de la fecha de notificación de la Sentencia,
emplazándose previamente a las partes, excepto el
recurrente en amparo, para que en el plazo de dos días
pudieran personarse ante este Tribunal a fin de formular
las alegaciones que estimasen pertinentes. Igualmente
se ordenó dar vista de la demanda al Ministerio Fiscal
para que en el plazo de un día pudiera efectuar sus
alegaciones.

5. El día 26 de mayo presentó sus alegaciones ante
este Tribunal el representante de la agrupación electoral
«Partido Independiente para Rucandio». Con carácter
previo considera incumplido por la parte recurrente en
amparo el requisito establecido en el art. 44.1 c) LOTC,
al no haberse alegado formalmente lesión del derecho
fundamental ante el órgano judicial. Por lo que al tema
de fondo respecta, trae a colación una Instrucción de
la Junta Electoral Central, de 6 de mayo de 1999, por
la cual se acordaba la exigencia, para los candidatos
a los órganos de gobierno de entidades menores al muni-
cipio, de acreditar la condición de elector de las mismas.
En consecuencia, considera la representación de esa
agrupación electoral que la aportación del D.N.I. no resul-
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ta suficiente al no acreditar ni la vecindad administrativa
de los candidatos ni tampoco su situación de pleno dis-
frute en el ejercicio de los derechos civiles. Por otra
parte, se afirma también en el escrito la aplicabilidad
al caso del art. 119 de la L.O.R.E.G. y el cómputo de
los plazos en días naturales, máxime teniendo en cuenta
la perentoriedad de los plazos en el proceso electoral,
la realización del mismo en horas y la aplicación sub-
sidiaria, por razón de la materia, de dicho art. 119 en
ausencia de previsión alguna por parte de la Ley 6/1994
de Cantabria y conforme a la remisión que efectúa el
art. 199 de la propia L.O.R.E.G. Por todo ello, concluye
la representación de la agrupación electoral «Partido
Independiente para Rucandio» solicitando la desestima-
ción del recurso de amparo.

6. El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo entrada
también en este Tribunal el día 26 de mayo de 1999,
interesa igualmente la desestimación del recurso de
amparo al no apreciar ninguna infracción del art. 23.2
C.E. En primer lugar, y descartando por su carácter gene-
ral la aplicación al presente caso de la Instrucción de
la Junta Electoral Central de 15 de marzo de 1999,
considera razonable el Ministerio Fiscal la decisión de
la Junta Electoral y del Juzgado de no considerar sufi-
ciente la copia del D.N.I. aportada por los candidatos,
al ser únicamente la certificación de la inscripción censal
el documento acreditativo del derecho de sufragio y,
en las elecciones locales, de su lugar de ejercicio. Res-
pecto del segundo punto planteado en el recurso de
amparo, recuerda el Ministerio Fiscal que, en principio,
el cómputo de los plazos es una cuestión de legalidad
ordinaria, si bien al afectar en este caso al ejercicio de
un derecho fundamental este Tribunal ha de pronun-
ciarse sobre la interpretación de las normas aplicables
al caso efectuada por la Junta Electoral y el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo. A este respecto, con-
sidera correcta la interpretación efectuada por ambos
de la norma aplicable al caso: el art. 119 de la L.O.R.E.G
y no la Ley 30/1992 como pretendía el recurrente. Y
ello, además de por el propio tenor del citado art. 119,
porque el mismo establece un sistema de plazos peren-
torios sobre la base de días naturales consustancial a
la brevedad del período de tiempo en el que ha de
desarrollarse el proceso electoral, resultando hábiles
todos los días del mismo desde la convocatoria hasta
la celebración de elecciones. Tal perentoriedad de los
plazos exige una especial diligencia en todos los par-
tícipes en el proceso electoral que en este caso no se
ha producido, siendo por tanto sólo a la propia recurrente
atribuible que la candidatura presentada no fuera pro-
clamada.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que tenemos que dilucidar en este
recurso de amparo electoral es la de si la Junta Electoral
de Zona de Santander, cuya actuación fue íntegramente
confirmada por el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo, vulneró el derecho de los integrantes de la can-
didatura recurrente a acceder en condiciones de igualdad
a los cargos públicos, «con los requisitos que señalen
las leyes» (art. 23.2 C.E.). Primero, por exigir a los mis-
mos, que se presentaban como candidatos a las elec-
ciones a la Junta Vecinal de Rucandio, la acreditación
de su inscripción en el censo electoral de la reseñada
Junta Vecinal durante el plazo de subsanación concedido
al efecto. Y, segundo, por computar en días naturales
dicho plazo, entendiendo finalmente no cumplido el refe-
rido requisito y acordando la no proclamación de la can-
didatura. La objeción que con carácter previo plantea

la representación de la agrupación electoral «Partido
Independiente para Rucandio» en relación con el incum-
plimiento del presupuesto procesal establecido en el
art. 44.1 c) LOTC no puede ser acogida. Como es doctrina
general de este Tribunal, el carácter subsidiario del recur-
so de amparo electoral se habrá de entender respetado
«cuando, aun sin cita explícita del derecho fundamental,
el procedimiento jurisdiccional ordinario haya discurrido
por una vía inequívocamente dispuesta por la Ley en
garantía de los derechos para los que después se busca
amparo» (STC 59/1987, fundamento jurídico 1.o; en
semejantes términos también STC 60/1987, mismo fun-
damento jurídico). Basta la mera lectura del recurso inter-
puesto en el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
para comprobar que las cuestiones suscitadas ante éste
fueron exactamente las mismas que las que ahora se
plantean en sede de amparo, debiendo entenderse en
consecuencia suficientemente satisfecho el requisito al
que estamos haciendo referencia.

2. Por lo que al fondo respecta, cabe anticipar ya
que la propia relación de los hechos expuestos en la
demanda, reflejados en los antecedentes de la presente
Sentencia, ha de conducir derechamente a la desesti-
mación del recurso de amparo, y ello por la razones
que se exponen a continuación.

Respecto del primer punto, la demanda plantea un
problema de interpretación del art. 13 de la Ley de Can-
tabria 6/1994, de 19 de mayo, reguladora de las Enti-
dades Locales Menores. Dicho artículo establece los
requisitos del Presidente de la Junta Vecinal y de los
Vocales, exigiendo en su apartado b) el de «tener la
condición de elector dentro de la Junta Vecinal». Aunque
del expresado precepto no se deriva necesariamente que
tal condición haya de acreditarse precisamente mediante
la correspondiente certificación de inscripción censal,
lo cierto es que debe entenderse insuficiente a tales
fines la presentación del documento nacional de iden-
tidad y que, en todo caso, la exigencia de dicha cer-
tificación por la Junta Electoral fue producto de una inter-
pretación de la legalidad, adecuada al fin pretendido de
que el canditato acreditase su condición de «elector den-
tro de la Junta Vecinal», exigencia que en modo alguno
puede considerarse que entorpeciese el ejercicio del
derecho fundamental en cuestión. Y así, en relación con
ello, el representante de la candidatura dispuso de un
plazo de 48 horas para la subsanación de la irregularidad
puesta de manifiesto. En consecuencia, el requerimiento
de la referida certificación por la Junta Electoral no pro-
dujo ninguna vulneración del art. 23.2 C.E.

3. Según lo dicho, sería en definitiva al Acuerdo
de la Junta Electoral de Zona de Santander —luego con-
firmado en su integridad por la Sentencia del Juzgado—,
que resolvió la no proclamación de la candidatura por
la ausencia de subsanación en plazo de la irregularidad
reseñada, al que habría que imputar la hipotética vul-
neración del derecho fundamental alegado en amparo.
En este caso, la queja que plantea la demanda es la
incorrecta selección de la norma que sirvió de funda-
mento a esta decisión. Así, ante la falta de cualquier
previsión expresa en materia de cómputo de plazos por
parte de la Ley 6/1994, la Junta Electoral entendió apli-
cable con carácter supletorio el art. 119 de la L.O.R.E.G.,
que entiende los plazos contemplados en la misma refe-
ridos siempre a días naturales, mientras que el recurrente
considera que tales plazos debieron computarse en días
hábiles, remitiéndose a lo establecido, según afirma, en
un Acuerdo de la Junta Electora de Cantabria de 21
de abril de 1997, cuya existencia no ha sido acreditada.

Ciertamente, la supletoriedad general de la L.O.R.E.G.
en relación con las leyes de las Comunidades Autónomas
que, como la citada Ley 6/1994, regulan el régimen
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electoral de los órganos de las entidades locales menores
no deriva expresamente de ningún precepto de aquélla.
Tampoco la de la Ley 30/1992, pues en este caso existe
igualmente una ausencia de previsión normativa en tal
sentido. De cualquier modo, no parece que haya de care-
cer de relevancia al respecto lo dispuesto en el art. 199.1
de la L.O.R.E.G., que establece como supletorio, en defec-
to de aquellas leyes autonómicas, el régimen electoral
previsto en los apartados siguientes respecto de los
Alcaldes Pedáneos y las Juntas Vecinales. Centrada así
la controversia, lo que hay que determinar, como indica
el Ministerio Fiscal, es si la selección de la normativa
aplicable al presente supuesto efectuada por la Junta
Electoral de Zona de Santander vulneró el art. 23.2 C.E.
por resultar injustificadamente impeditiva o despropor-
cionadamente obstaculizadora del ejercicio del derecho
de acceso en condiciones de igualdad a los cargos públi-
cos. La respuesta ha de ser negativa. En efecto, como
este Tribunal señaló en la STC 73/1995 (fundamento
jurídico 3.o), recordando lo ya dicho en la STC 67/1987
(fundamento jurídico 2.o), «el proceso electoral es, por
su propia naturaleza, un procedimiento extremadamente
rápido, con plazos perentorios en todas sus fases y tanto
en su vertiente administrativa como en los recursos juris-
diccionales que se establecen para el control de la regu-
laridad de todo el proceso. Tal naturaleza requiere en
todos los partícipes una extremada diligencia, cuya falta
determina la imposibilidad de alegar con éxito supuestas
vulneraciones de derechos derivados del art. 23 de la
Constitución, que no habrían existido de mediar esa acti-
va diligencia». La interpretación de la Junta Electoral
fue sin duda la más conforme con la especial brevedad
que suelen revestir los plazos electorales; y además, en
ningún momento ha quedado acreditado que el repre-
sentante de la candidatura empleara todos los medios
razonablemente a su alcance para la presentación de
las certificaciones requeridas dentro del plazo de cua-
renta y ocho horas que le fue concedido. Por el contrario,
según se desprende de la propia demanda de amparo,
el mismo dejó transcurrir el plazo de subsanación con-
cedido por la Junta Electoral simplemente por la con-
fianza que parecía merecerle una nada evidente inter-
pretación del modo en que debían computarse los plazos
del proceso de elección a las Juntas Vecinales de la
Comunidad Autónoma de Cantabria; interpretación del
cómputo —en días hábiles— que difícilmente podía deri-
varse del tipo de plazo —en horas— establecido en la
notificación de la Junta Electoral. Fue sin duda ésta una
forma de proceder poco acorde con esa activa diligencia
que debe presidir siempre la actuación de todos los par-
tícipes en el proceso electoral. Todo ello nos ha de con-
ducir, como ya habíamos anticipado desde un principio,
a la desestimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo electoral.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de mayo de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Pablo
García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garri-
do Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y
rubricado.

14229 Sala Segunda. Sentencia 94/1999, de 31
de mayo de 1999. Recurso de amparo
1.090/1995. Contra Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, recaída en el
recurso de casación interpuesto contra la
pronunciada por la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional en causa seguida por deli-
to contra la salud pública. Vulneración de los
derechos a la inviolabilidad del domicilio, a
ser informado de la acusación y a la presun-
ción de inocencia: Registro domiciliario vul-
nerador del art. 18.2 de la Constitución.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.090/95, interpuesto
por don Cemal Nayir, representado por la Procuradora
doña Aurora Gómez Villaboa y Mandri, con la asistencia
de la Letrada doña Miryam Requena Deu, contra la Sen-
tencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 19
de enero de 1995, desestimatoria del recurso de casa-
ción núm. 756/1994, deducido frente a la Sentencia
de la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, de 16 de noviembre de 1993, dictada en
el sumario 19/90, que había condenado al recurrente,
como autor, entre otros, de un delito contra la salud
pública. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia de Madrid el día 22 de marzo de 1995 y regis-
trado en este Tribunal el siguiente 27, la Procuradora
de los Tribunales doña Aurora Gómez Villaboa y Mandri,
en nombre y representación de don Cemal Nayir, formuló
demanda de amparo contra las resoluciones judiciales
reseñadas en el encabezamiento.

2. Son relevantes para la comprensión de la pre-
tensión de amparo los siguientes datos, extraídos de
las actuaciones:

A) Según se desprende de las actuaciones, los
hechos que dan lugar a este proceso de amparo se pro-
ducen en el marco de una amplia operación policial diri-
gida a descubrir una organización internacional dedicada
al tráfico de heroína. En su desarrollo, el Grupo Central
de Investigación Fiscal y Antidrogas de la Guardia Civil
concretó sus sospechas, entre otras, en una vivienda
sita en la calle General Perón, de Madrid, en la que,
supuestamente, se almacenaba la droga una vez pre-
parada para su posterior distribución. Las sospechas poli-
ciales, basadas en confidencias, se centraban en la
vivienda y en las personas que hasta la misma se acer-
caban con cierta frecuencia. Por esta razón, el día 15
de noviembre de 1989 solicitaron y obtuvieron del Juz-
gado de Instrucción núm. 38 de los de Madrid, en fun-
ciones de guardia, autorización para entrar y registrar
la citada vivienda en busca de droga, actuación que debía
llevarse a cabo, según se expresa literalmente en la reso-
lución habilitante, «durante las horas de guardia de este


